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DOCTRINA 
Licencia, Recaudación y 

Distribución 
de Derecho Reprográficos* 

John-Willy Rudolph** 

En los últimos veinte años las máquinas de reproducción han 
facilitado a millones de personas el acceso y la reproducción 
masiva de materiales intelectuales protegidos por el derecho de 
autor rle un modo ilegal y sin pagar derechos. Autores y 

editores han reaccionado muy lentamente contra esta grave 
amenaza. 

La preservación del derecho resulta imposible a causa de la 
reproducción oculta, especialmente en los centros educativos, 
empresas y otras instituciones que la realizan con destino a 
usos privados, y a que tanto autores como editores en muchos 
países se encuentran pobremente organizados y por lo tanto 
en una débil posición para ocuparse de esta oscura amenaza. 

·i Extracto de la Conferencia dictada en el 1 er. Simposio Internacional de 
Derecho de Autor de la UIE. Heidelberg. 

·· ) Director Ejecutivo Kopinor, Oslo. 
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Oscura porque sus efectos son muy difíciles de 
iden1.d:car. 

La dimensión del fenómeno de la reprografía 
ilegal de material protegido resulta de estudios 
estadísticos de gran validez y su valor depende del 
consentimiento y de la cooperación de los 
usuarios. No podemos olvidar que los problemas 
de la reprografía son realmente internacionales. 
Estadísticas de diferentes países establecen que 
entre un 20 por ciento y un 40 por ciento del 
material reproduciC:o en cada país, procede del 
exterior. Este porcentajes es, por supuesto, aún 
más alto en los países en vía de desarrollo. Esto 
significa que autores y editores, quienes 
principalmente publican para el mercado 
doméstico, no tienen otra opción que registrar gran 
parte de las reproducciones que de sus obras y 

• ¡¡~ublic~Ciones se hacen en el extranjero. 
Hoy en día la tecnología reprográfica es mucho 

más sofisticada y también más competitiva desde 
el punto de vista 1inanciero. Muchas de las nuevas 
máquinas reprográficas serán, en un futuro no muy 
lejano, fotocopiadoras personales para uso 
privado. Adicionalmente, en lqs últimos años el 
precio por copia ha bajado y esta tendencia parece 
mantenerse aún por un tiempo. 

La tecnología reprográfica no solamente se está 
ajustando a los nuevos mercados masivos, sino 
también se está extendiendo a usos especia­
lizados. La reproducción reprográlica ilegal de 
material protegido por el derecho de autor ha 
alcanzado proporciones insondeables, y estamos 
todavía en el inicio de una creciente explotación 
masiva de obras. 

Los autores y editores han respondido a esta 
situación con el propósito de defender sus 
derechos, creando instituciones para la licencia, 
recaudación y distribución de los derechos 
reprográficos. Esto ya se practica en quince 
países, pero todavía este es un número muy 
pequeño dentro de una perspectiva global. Estas 
·organizaciones de administración colectiva han 
existido desde tiempo atrás en otras áreas, la 
cuales han tenido su origen en la esfera de la 

interpretación y ejecución pública de obras 
musicales. El rápido ritmo de crecimiento de 
nuevas tecnologías en los últimos años han hecho 
que las técnicas de administración colectiva se 
apliquen a otros sectores. Los mejores resultados 
los reflejan las organizaciones de administración 
colectiva de obras musicales de los países 
nórdicos y de Alemania. 

La solución colectiva es deseable y necesaria 
cuando un acuerdo directo entre el usuario y el 
titular de los derechos es imposible de lograr, y 
esta imposibilidad se ve en situaciones en las que 
la selección de material protegido no es 
sistemática, aún teniendo la reproducción bases 
regulares. Esta solución es también necesaria 
cuando el usuario reproduce para uso privado y 
dentro de su rango normal de actividades. La 
aplicación de normas legales es casi imposible en 
estas circunstancias. 

Un acuerdo colectivo debe _ser siempre limitado, 
debe lograr regular la· reproducción no permitiendo 
que se haga de forma similar a la edición. 

La distribución de las regalías recaudadas por 
concepto de de.rechos reprográficos es, sin duda 
alguna, un asunto de gran importancia, el cual ha 
sido objeto de serias discusiones. El ideal sería 
poder distribuir los beneficios a los titulares de 
derechos individualmente. Lamentablemente es 
imposible.y resultaría demasiado costoso 
encontrar un método para comprobar quién es el 
autor cuyas obras han sido reproducidas, o 
encontrar exactamente las publicaciones que se 
han reproducido, para pagarles individualmente a 
los titulares de estos derechos la justa re­
muneración. El problema aumenta si consideramos 
que en el campo de la reprografía son autores los 
autores de textos, de artículos periodísticos, 
también los periodistas, fotógrafos, pintores, 
ilustradores, compositoress, traductores... A las 
organizaciones de administración colectiva les 
gustaría, ciertamente, pagar a los autores y 
editores individualmente cuando sus obras sean 
reproducidas, pero llevar a cabo esto es muy 
problemático. 



En los países nórdicos actualmente se utiliza el 
sistema "Extended Collective Agreement License 
System•, bajo el cual la ley dispone que cualquier 
persona que mediante un acuerdo haya recibido 
autorización para reproducir obras publicadas por 
parte de · una asociación que represente un gran 
número de autores nacionales de cierta categoría, 
tiene también el derecho a reproducir obras 
publicadas de la misma categoría de autores que 
no estén representados por la asociación. Las 
sociedades de administración colectíva funcionan 
como intermediarios entre las asociaciones y el 
usuario. 

Los estudios estadísticos que constituyen la 
base del pG1,go, constituyen también la base de la 
distribución de las regalías recaudadas. Deter­
minan no sólo la cantidad de material protegido 
que se reproduce, sino que también ro clasifican de 
acuerdo con la categoría de la obra 
correspondient~. con la categoría de los autores, 
con el tipo de publicación correspondiente, con la 
categoría de los editores, y con el país de origen. 

Cuando las regalías son recaudadas. por 
sociedades recaudadoras, éstas se transfieren ·a 
las asociaciones con base en los. acuerdos de 
distribución negociados entre ellas. -Mientras que 
las asociaciones de autores basan sus peticiones 
en el reconocimiento de su p,articipación en los 
ingresos recaudados por dSncepto de derechos de 
autor, las asociaciones de editor~~ fundamentan 

. 7 

las suyas princip~~mente en las leyes que regulan 
la libre com,petencia. Las asociaciones de, ,autores 
una vez han sustraído los costos de admi­
nistración, distribuyen los ingresos individualmente 
a los autores en forma de becas, subvenciones, 
concesiones y otras similares. Las asociaciones de 
editores proceden igualmente y distribuyen los 
ingresos a los editores individualmente. 

Este sistema ha sido criticado por algunos 
sectores, argumentando que las asociaciones de 
autores y de editores utilizan los ingresos para el 
financiamiento de instituciones culturales, y•que los 
ingresos no se reparten realmente entre todos los 
autores y editores, y lo han llegado a calificar como 

una forma de expropiación colectiva de derechos. 
Sin embargo, estas críticas son sólo eso y nada 
más. 

La ley que regula el sistema impone que los be­
neficios recaudados sean distribuidos individual-

~ , 

mente a los titulares de derechos principalmente a 
través de concesiones, becas, y otros mecanismos. 
Esto lo han venido realizando las asociaciones de 
autores y de editores, y no las sociedades re­
caudadoras directamente. Adicionalmente, y este 
es un punto importante, al hacer la distribución las 
asociaciones deben dar el mismo acceso a las 
concesiones que otorgan a sus miembros, a los no 
miembros que se encuentren en las mismas 
categorías de sus autores y editores. 

Los titulares de derechos· que se encuentren 
organizados pueden, a través de sus asocia­
ciones y de tas sÓCiedades récaudadoras que 
están al servicio de la asociación, negociar 
acuerdos con los usuarios, incluso hasta la tarifa 
por copia. Los titulares de derechos no 
organizados deben obrar conforme• a los acuerdos 
alcanzados entre las asociaciones y las 
sociedades recaudadoras. 

Después de analizar las bondades de este sis­
tema cabe preguntarse ¿cuál es el principal 
obstáculo para los defensores del derecho de au­
tor? ¿Serán los productores de máquinas foto­
copiadoras? ¿O serán los legisladores? ¿O los 
usuarios? La respuesta a estas preguntas es no. El 
más grande impedimento para la solución de los 
prob_lemas de la reprografía es la pasividad de au­
tores y editores. Ellos serían quienes deberían 
darse cuenta que el derecho de autor es un 
estímulo para la creatividad y para el desarrollo de 
la sociedad. Ellos deberían darse cuenta que las 
convenciones internacionales y las legislaciones 
nacionales son herramientas que ellos deben utili­
zar, que es su deber ejercer presión sobre sus le­
gisladores para crear o modificar una ley, para que 
se consi~an los cambios que requieren. Ellos deben 
defender el derecho de autor a través de la creación 
de fuertes organizaciones de autores y editores y 
elegir soluciones colectivas cuando sea necesario. 
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LEGISLACION 
Proyecto de ley para 

la creación de la Carrera Judicial 
y la Escuela Nacional de lá 

Magistratura 

EL CONGRESO NACIONAL 
EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

CONSIDERANDO: que el Artículo 63 de la 
Constitución Política de la República establece la 
Carreta Judicial y atribuye al Congreso Nacional su 
reglamentación, así como lo referente al régimen 
de jubilaciones y pensiones de los jueces; 

CONSIDERANDO: que para el mantenimiento 
del orden jurídico y de ra e~ abilidad del régimen 
democrático es imprescindible contar con un Poder 
Judicial independiente de los demás poderes del 
Estado tal y como lo establece el Artículo 4 de la 
Constituci~n de la República. 

CONSIDERANDO: que la Carrera Judicial, 
además de prompver el fortalecimiento institucional 
del Poder Judicial, asegura rélaciones de trabajo 
justas y armónicas a los Jueces. 

HA DADO LA SIGUIENTE lEY: 
r. 

DE LA JUDICATURA 
CAPITULO 1 

DISPOSICIONES GENERALES 
• EXCLUSIONES EXTENSION GRADUAL 

Art. 1.- La presente ley y sus reglamentos 
regulan los derechos y deberes de los Magistrados 
del orden judicial en el ejer,cicio de la función 
jurisdiccional con el Estado, estableciendo las 
normas de trabajo entre éstos, para garantizar la 
idoneidad, la estabilidad e ihdependencia de los 
mismos, así como para el establecimiento de un 
sistema que permita estructurar técnicamente y 
sobre la base de méritos, la Carrera Judicial, con 

exclusión de toda discriminación fundada en 
motivos 'políticos, sociales, relilgiosos o de 
cualqúier otra índole. 

Art. 2.- Están excluidos ,del ámbito de aplicación 
de esta ley: 

' 'S 
a) Los representantes del Ministerio Público, y 

lo::; otros funcionarios y empleados admi­
nistrativos que dependen del mi,?mo, Jodas 
los cuales son nombrados por el Poder 
Ejecutivo. • 

b)' Los Jueces de las jurisdicciones militar y­
policial. 

EXTENSION GRADUAL 
DE LA CARR.ER,I\ J~D!CIAL 

Art. 3.- (TRANSITORIO) Esta ley entrará en 
plena vigencia . el 16 de ,e,hero de í 996, fecha en 
que deberán estar implementadas tc,das las 
no;nias de la Carrera Judicial y organizadi y en 
funcionamiento la E~cuéla Nacional de la 
Judicatura. ' 11 

Párrafo · 1.- Todas las disposiciones':i1cle la 
Carrera Judicial se aplicarán de inmediato a los 
Jueces de la Suprema Corte de Justicia. 

Párrafo 11.- ~as disposiciones de la presente ley 
referentes a remuneración, capacitación, derech~s. 
deberes, prohibiciones, incompatibfüdades y 
régimen disciplinario, se aplicarán a partir de su 

,; 
publicación a todos los Jueces del Poder Judicial. 

...¡ ' ,,,, J ,-

Párrafo 111.- Las normas concerñientes a la 
Carrera Judicial se aplicarán eh forma gradual a 
los actuales" Jueces de acuerdo con los 
reglamentos que ·al efecto diéte la Suprema Corte 
de Justida, previo estudio y evaluación de sus 
respectivos historiales de servicio y méritos 
profesionales y en virtud de decisiones de ese alto 
tribunal que autorice el ingreso del Magistrada al 
régimen de carrera. 

e 
CAPITULO 11 

'DIRECCION DE ADMINISTRACION' 
DE LA CARRERA JUDICIAL 

Art. 4.- La Suprema Corte de Justicia, como 
órgano de máxima autoridad 0entro de la rama 
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jurisdiccional del Estado, designará a todos los 
Jueces del sistema judicial salvo las excepciones 
esrablecidas en el Articulo 2 de esta ley y tendrá a 
su cargo la dirección del sistema de Carrera 
Judicial. En tal virtud, dictará las disposiciones 
administrativas referentes a los Juec~s en lo que 
concierne al ejercicio de sus funciones y a las 
condiciones de remuneración, así como a todas las . 
situaciones 1relacionadas con dichos servidores. 

Párrafo 1.- La Suprema Corte de Justicia pódrá 
delegar en su Presidente la dirección del sistema 
de Carrera Judicial, en aquellos aspectos que no 
requieran la atención plenaria del alto Tribunal. 

Párrafo 11.- Para la ejecución ae las dispo­
siciones de esta ley, la Suprema Corte de Justicia 
queda investida de facultad de dictar las 
reglamentaciones que viabilicen el desarrollo de la 
Carrera Judicial.il 

Párrafo 111.- (TRANSITORIO). Todas las regla­
mentaciones relativas a la Carrera Judicial estarán 
en plena vigencia al 16 de enero de 1996: 

Art. 5.- • Los órganos responsables de la 
organización y administración del sistema de 
Carrera Judi:cial son los siguientes: 

ol 

a) Suprema Corte de Justicia. 
b) Presidencia de la Suprema Corte de Justicia. 
c) Dirección General de la Judicatura, adscrita a 

la Suprema Corte de Justicia. 
d) Escuela Nacional de Judicatura. 

Art. 6.- Se instituye la Dirección General de la 
Judicatura, adscrita a la Suprema Corte de 
Justicia, como ,el órgano central del sistema 'de 
Carrera Judicial. 

Párrafo.- (TRANSITORIO). La Suprema Corte 
de Justicia determinará todo lo concerniénte a la 
organización de la Dirección General de la 
Judicatura, cuya normativa deberá estar en plena 
vigencia al 16 de enero de 1996. 

Art. 7.- Son atribuciones de la Dirección 
General de la Judicatura, las siguientes: 

a) Asistir al Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia en la formulación de los programas 
normas y políticas de la Carrera Judicial; 

b) Administrar todos los procesos inherentes a 
la Carrera Judicial, desde el reclutamiento de 

los-Jueces en base al mérito personal hasta 
la evaluación del desempeño, así como 
laborar y vigilar la aplicación de sistemas 
técnicos que aseguren la plena vigencia del 
sistema de carrera; 

c) Organizar fichas individuales para los 
distintos Jueces del Poder Judicial , que 
contendrán su historial y dotes personales; 
un informe anual de rendimiento, cantidad de 
sentencias y autos dictados, así como todas 
las informaciones necesarias para evaluar su 
rendimiento profesional y su conducta moral 
en la comunidad; 

d) Asesorar y asistir técnicamente a los 
organismos del Poder Judicial amparados por 
esta ley, así como a los:de los otros poderes 
del Estado, en relación con las funciones 
~espectivas que les correspondan en materia 
de Carreta Judicial; 

e) Administrar el plan de retiro y de asistencia 
social del Poder Judicial; 

f) Asistir a la Escuela Nacional d~ la Judicatura 
en la coordinación del sistema nacional de 
adiestramiento de funcionarios del Poder 
Judicial; 

g) El manejo y administración de los recursos 
necesarios para el adecuado y eficaz 
funcionamiento de los Tribunales de la 
República; 

h) Las que se deriven de esta Ley, así como los 
reglamentos y otras disposiciones legales 
relacionadas con la materia de su 
competencia; 

i) Participación en conferencias, seminarios 
nacionales e internacionales, publicación de 
libros, artículos o ensayos y actividades de 
docencia académica. 

Art. 8.- La Dirección General de la Judicatura 
estará a cargo de un Director nombrado por la 
Suprema Corte de Justicia. 

Art. 9.- Para ser Director General de la 
Judicatura se requiere: 

a) Ser dominicano, mayor de treinta (30) años y 
estar en pleno ejercicio de los derechos 
civiles y políticos; 

b) Ser graduado en Derecho, tener conocí-
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miento técrnicos y experiencia de más de 
cinco (5) años de administración científica; 

c) Haber desempeñado cargos en la admi­
nistración pública que le hagan apto para el 
adecuado cumplimiento de sus responsa­
bilidades; 

d) No haber sido condenado a pena aflictiva o 
infamante por la comisión de crímenes o 
delitos; 

e) No estar en ejercicio de un cargo de elección 
popular ni de otra función que ·sea in­
compatible cQn ~I desempeño del carg@; 

f) No haber estado ni hallarse en estado de 
insolvencia o quiebra; ni en riesgo suficiente 
de caer en tal situación; 

g) No tener parentesco natural ni político, hasta 
el cuarto grado inclusive, con el Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia, ni con ningún 
miembro del alto Tribunal de Justicia, ni con el 
Procurador General de la República. 

Art. 1 O.- Es responsabilidad del Director 
General de la Judicatura la de cumplir y hacer 
cumplir las atribuciones generales que. esta Ley y 
sus reglam.entos ponen a su cargo. 

Párrafo.- Las funciones y responsabil idades es­
pecíficas del Director General de la Judicatura 
además de la ,previstas en esta Ley y otras dis­
posiciones, serán determinadas por Reglamento 
dictado al efecto por la Suprema Corte de Justicia¡! 

a lí 
CAPITULO 111 

1,:; NORMAS ESPECIALES DE 
CARRER4·JUDICIAL. , · , 

INGF8ESO A LA CARRERA: CONDICIONES 
DE APTITUD 

Art. 11.- Para ingresar a la Carrera Judicial se 
requiere ser dominicano de nacimiento u origen, o 
por naturalización. con más de •diez años de 
haberla obtenido, estar en el ejercicio . de los 
derechos civiles y políticos, ser licenciado o doctor 
en derecho, someterse a concurso de oposición, 
haber ejercido la profesión abogado por lo menos 
dos años, salvo para cubrir vacante de Jueces de 
Paz, en la que, no será necesario este último 
requisito. "' ~ 
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Párrafo 1.- Los abogados de reconocida 
competencia de un ejercicio profesional de más de 
diez~ años, los profesores universitarios de alta 
calificación académica, autores de monografías 
jurídicas de interés y aquellos,que hayan prestado 
servicio en la judicatura con eficiencia y rectitud, 
por más de cinco años, podrán ingresar a la 
qarrera Judicial en la categ0.ría que determine la 
Suprema C.orte de Justicia. 

Párrafo 11.- Para ingresar a la Carrera Judicial 
será requisito haber apmbado los programas.., de 
capacitación teór:.ica y práctica que dicte la Escuela 
Nacional de la Judicatura. Salvo en los casos 
previstos en el párrafo anterior y lo dispuesto por el 
Artículo 3 {transitorio) . 

Art. 12.- Para ser Juez de una Corte de 
Apelación, del Tribunal Sl,!per:or da Tierras .o del 
Tribunal Contencioso Tributario, se requiere, a más 
de l~s condiciones exigidas por la co,~stitución, 
estar~ en el ejercicio del cargo de Juez de otra 
Corte de Apelación, o del de Juez de Primera 
1 nstancia o _Juez de Jurisd_icción Original del 
Tribunal de Tierras, durante cuatro · años por, lo 
menos. 

Párrafo.- (TRANSITORIO). Esta disposición sal­
vo eI1 lo relativo a los requisitos constitucionales, 
no se tomará .en consideraciór:i para la primera 
elección de Jueces que de conformidad a la ley de 
Carra Judicial haga.la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 13.- Para ser Juez de Primera Instancia o 
Juez de Jurisdicción Original del Tribunal de 
Tierras, o Juez de Instrucción, se requiere, a más 
de las condiciones exigidas p0r la Constitt:Jción, 
estar en el ejercicio~del cargo de Juez de Primera 
1 nstancia en otro Juzgado o Cámara, o lha_ber sido 
Juez de Paz durante dos años. ,1 

Párrafo:- (TRANSITORIO), Esta disposición, 
salvo en lo relativo a los requisitos constitu­
cionales, no se tomará en consideración para la 
primera elección de Jueces que de confor,midad a 
la Ley de Carrera Judicial haga la Suprema Cocte 
de Justicia. 

DE LA INAMOVILIDAD 

La inamovilidad de los Jueces consagrada en el 
Párrafo 111 del Artículo 63 de la Constitución de la 
República, se aplicará a los Jueces, que resultaran 



designados a partir de la promulgación de la Ley 
de la Carrera Judicial y de acuerdo a los 
reglamentos que para tal efecto apruebe la 
Suprema Corte de Justicia y sin perjuicio de los 
dispuesto en el Capítulo 5 del Artículo 67 de la 
Constitución de la República. 

REGISTRO DE ELEGIBLES 

Art. 14.- La Dirección General de la Judicatura 
deberá llevar un registro en el cual figuran los 
nombres de las personas que deseen ingresar a la 
Carrera Judicial, con indicación de todos los datos 
requeridos ¡por la presente Ley, así como cualquier 
otro requisito que exijan los Reglamentos que al 
efecto dicte la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 15.- La Carrera Judicial se inicia con las 
funciones de Juez de Paz o de Instrucción, según 
los casos, y termina con la de Juez de la Suprema 
Corte de Justicia. 

ESCALAFON JUDICIAL 

Art. 16.- Se crea el escalafón judicial, de 
manera que los Jueces puedan; en base al mérito 
person·a1 y profesional, pasar de una categoría a 
otra superior. 

Párrafo.- La categorfa de los funcionarios 
judiciales, en orden ascendente, para los fines de 
Carrera Judicial, es la siguiente: 

a) Juez de Paz o Juez de Instrucción; 
b) Juez de Primera Instancia o Juez de 

Jurisdicción Original del Tfibunal de T.ierras; 
c) Juez de una Corte de Apelación, Juez del 

Tribunal Superior de Tierras o Juez del 
Tribunal Contencioso Tributario; 

d) Juez de la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 17.- Los Juzgados de Paz, Instrucción, de 
Primera Instancia y las Cortes'de Apela'Ción podrán 
estar limitados por Circunscripciones e integrados 
por Secciones o Cámaras conforme lo disponga la 
Suprema Corte de Justicia, por conveniencias del 
servicio. 

Art. 18.- La movilidad en la Carrera Judicial sólo 

opera por traslado o por ascenso. Se entiende por 
traslado la transferencia de un Jue.z, con su mismo 
grado, a otra jurisdicción de igual categoría. 
Ascenso es la promoción de un grado a otro 
superior. 

Art. 19.- Para los traslados o ascensos se 
tendrán en cuenta, rigurosamente, a más de las 
condiciones exigidas por la Constitución, el mérito 
personal y la antigüedad en el ejercicio de la 
función en la categoría o grado inferiores y, en 
igualdad de condiciones, se preferirá al candidato 
de mayor edad. 

Párrafo.- Los traslados y los ascensos deben 
contar con la anuencia previa de los beneficiarios. 

DESIGNACION DE LOS JUECES 

Art. 20.- Los Jueces de la· Suprema Corte de 
Justicia serán designados por el Consejo Nacional 
de la Magistratura, de acuerdo con las dispo­
siciones del Ar:tículo 64 de la Constitución de la 
República. 

Párrafo.- Al elegir los Jueces de la Suprema 
Corte de Justlcia ne1 Consejo Nacional de la 
Magistratura dispondrá cuál de ellos deberá ocupar 
la presidencia 'y designará un primer y segundo 
sustituto para reemplazar al presidente en caso de 
falta o impedimento. 

Art. 21 .- Los demás Jueces de los Tribunales 
que conforman el Poder Judicial, incluyendo sus 
respectivos suplentes, y los pertenecientes a la 
jurisdicción de lo contencioso-tributario, serán 
designados por la Suprema Corte de Justicia, de 
confortnidad a esta ley de Carrera Judicial tal y 
como lo dispone 91 Artículo 67, Acáptte 4 -de la .. 
Constitución de la República. También correspon­
derá a la Suprema Corte de Justicia designar a to­
dos los funcionarios y empleados, ministeriales y 
otros auxiliares que dependan del Poder Judicial, y 
revocar sus nombramientos. 

Párrafos 1.- La Suprema Corte de Justicia 
tomará en consideración para la elección de 
Cortes y Tribunales, además de las condiciones 
señaladas en la constitución y en esta ley, las 
opiniones y recomendaciones de los Senadores y 
representantes de la sociedad civil, organizaciones 
profesionales y académicas ligadas al quehacer 



jurídico, el Colegio de Abogados y los medios de 
comunicación social. 

Párrafo 11.- Al tenor del Artículo 63 Acápite IV de 
la C,onstitución y para garantizar el derecho de los 
ciudadanos a recibir justicia, los Jueces 
permanecerán en sus cargos hasta la designación 
de su sustituto. " , 

Párrafo 111.- Cuando se produzcan vacantes 
de Jueces, la Dirección General de la Judi­
catura deberá convocar a concursos de oposi: 
ción entre los Jueces inferiores en servicio ac­
tivo y aspirantes, para llenar la vacante de que 
se trate. 

Párrafo IV.- En caso de que los concursos 
internos queden desiertos, la Dirección General de 
la Judicatura convocará a concurso de oposición 
en los abogados que reúnan los requisitos 
previstos por esta Ley. 

Párrafo V.- !Para la designación de los Jueces 
que cubrirán las plazas vacantes de Jueces de 
Paz, de lnstrycción, de Primera Instancia, estará a 
cargo de la Corte de Apelación a que corresponda 
el Distrito Judicial. 

Párrafo VI.- Cuando se trate de vacantes de 
Jueces de ;Cortes de Apelación o del TJibunal Con­
tencioso Tributario, corresponderán, respectiva-
mente, a dichos Tribunales. . 

Párrafo VII.- Cuando se trate de Vl:lcantes de 
Jueces de Tribunal Superior de Tierras y de jueces 
de Jurisdicción Original, la recomendación corres­
ponderá al Tribunal Superior de Tierras. 

Párrafo VIII.- La Suprema Corte de Justicia, a 
través de la Dirección General de la Judicatura, re­
glamentará todo lo concerniente a la organización, 
calificación, publicidad y otros requerimientos de 
los concursos. 

Párrafo IX.- Las recomendaciones para cubrir 
vacantes, emanadas de las Cortes o Tribunales, 
serán tomadas en consideración como un 
elemento dentro del sistema de concursos. 

ASCENSO, TRASLADOS Y CAMBIOS 

Art. 22.- Los Jueces ascenderán en el escalafón 
de la Judicatura a la categoría inmediatamente 
superior de acuerdo con previa calificación de los 
méritos acumulados, años en servicio, cursos de 

post-grado, producción bibliográfica y el resultado 
de la evaluación de su rendimiento. 

Art. 23.- La Suprema Corte de Justicia re­
glamentasá. todo lo concerniente al as•::enso de los 
Jueces. 

~ 

Art. 24.- Los JuecEtS podrán ser trasladados 
provisional o definitivamente por la Suprema Corte 
de Justida, en los casos siguientes: 

1. Por solicitarlo así el Juez, si a juicio de la 
Suprema Corte q_e Justicia• ªquiél ha acu­
mulado mérito en el ejercicio del cargo, existe 
una causa justificada, el cargo al que aspira 
s~ trasladado el Juez está vacante, y si di­
cho traslado no es inconv8niente para el ser­
vido de la administración de justicia. 

2. Cuando lo considere útil !a Suprema Corte de 
Justicia por resolución motivada (lUe no deje 
lugar a dudas de que no se tratF.l de sanción. 
El traslado a una categoría inferior sólo podrá 
hacerse a solicitud del interesado. 

Art. 25.- La Suprema Corte de Justicia a 
solicitud de los interesado~ podrá autorizar cam­
bios entre Jueces, aunque los Tribunales sean 
diferentes y pertenezcan a distintos Departa­
mentos o Distritos Judiciales, siempre que con ello 
no perjudique al servicio de administración -de 
justicia. 

Art. 26.- Los ascenso, traslados y cambios no 
interrumpirán el tiempo de servicio de los 
funcionarios para todos los fines de la Carrera 
Judicial y el régimen de jubilaciones y pensiones. 

EV ALUACION Y RENDIMIENTO 
DE LOS JUECES 

Art. 27.- La evaluación del rendimiento de los 
Jueces será realizada por la Suprema Corte de 
Justicia para los de las Cortes de Apelación, el 
Tribunal Superior de Tierras y el Tribunal Superior 
Administrativo, y por las cortes de Apelación para 
los demás Jueces, con excepción de los Jueces del 
T.ribunal de Tierras de Jurisdicción Original y 
Residentes que serán evaluados por el Tribunal 
Superior de Tierras. Esta evaluación se hará 
anualmente. 



Ari. 28.- Para evaluar el rendimiento de los 
Jueces se tomarán en consideración, entre otros, 
los siguientes elementos: 

n 
1. El número de sentencias pronunciadas y la 

cantidad de incidentes fallados en los 
Tribunales donde ejerza sus funciones. 

2. El número de las sentencias confirmadas, 
revocadas o casadas. 

3. El número de las audiencias celebradas por 
el Tribunal en cada mes del año. 

4. El número de autos-dictados y despacho de 
asurntos administrativo., > 

5. La duración para pronunciar las sentencias 
y para fallar los incidentes que se presentan 
al Tribunal. 

6. El conocimiento de los casos de dif eri­
mientos y la solución de los mismos. 

7. Las recusaciones formuladas contra el Juez 
y el número de inhibiciones. 

8. Las sanciones impuestas al Juez. 
, 9. El movimiento general de trabajo del Tribu-

nal, representado por el número de asuntos 
incoados mensualmente, el número de ca­
sos resueltos y en estado de sustanciación, 
los procesos paralizados y sus causas, el 
número de sentencias dictadas. 

1 O. Participaciones en seminarios, ~ongresos 
nacionales e internacionales. 

11. Artículos, libros y monografías publicadas 
sobré temas jurídicos. 

12. Docencia académica. 
13., Cualquier otro elemento que permita a la 

autoridad evaluadora determinar el rendi­
miento del Juez de acuerdo con las 
reglamentaciones de la Suprema Corte de 
Justicia. 
La escala de rendimiento satisfactorio de los 
Jueces será determinada por la Suprema 
Corte de Justicia. 

CAPITULO IV 
REMUNERACION DE LOS JUECES 

Art. 30.- La Dirección General de la Judicatura 
con la colaboración de la Oficina Nacional de · 

• Presupuesto y la aprobación de la Suprema Corte 

Pig.9 

de Justida, desarrollará y administrará un sistema 
uniforme y equitativo de remuneración para todos 
los cargos y servidores que integran la Carrera 
Judicial. 

e;. 

Art. 31.- El sistema de remunera_s;ión estará 
int~grado pril}Cipalmente por escalas graduadas de 
suelees, aplicable~ a las distintas categorías de 
Jueces que se determinen previamente. Cada 
escala o grado salarial comprenderá tipos 
mínimos, intermedios y máximos de remuneración, 
o un sueldo único, según lo determine la Suprema 
Corte de Justicia. 

Art. 32.- Para la elaboración del sistema de 
remunerac.ión se tendrán en cuenta el costo de la 
vida, las posibilidades financieras del Estado, los 
niveles de remuneración ~d~ los organismos 
descentralizados del Estado y del1 sector privado, 
así como otros ·fac_tores que puedan contribuir a 
dar vigencia .a los principios de. justicia retributiva y 
de igual paga por trabajos iguales. 

Párrafo.- La Suprema Corte de Justicia podrá 
establecer bonificaciones especiales para los 
Jueces que sin desmedro de la calidad jurídiGa de 
sus decisiones ejecuten un volumen de trabajo que 
lo justifique. 

Art. 33.- A partir de la aprobación y puesta en 
vigor del sistema general de remuneración, ningún 
Juez sujeto a la presente ley percibirá un sueldo 
inferior al qt:Je estipule el mínimo de la éscala o 
grado que corresponda a su cargo. 

Párrafo.- Los sueldos de los Jueces no podrán 
ser disminuidos, salvo que se trate de 
disposiciones de interés nacional por tiempo 
limitado que incluyan a los demás servidores del 
Estado, o como medida disciplinaria. 

CAPITULO V 
ESCUELA NACIONAL DE JUDICATURA 

Art. 34.- Se crea la Escuela Nacional de la 
Judicatura adscrita a la Suprema Corte dé Justicia 
como parte del sistema nacional de adiestramiento 
para los Jueces, y que servirá, además, para 
obtener una mejor capacitación teórica y práctica 
de los funcionarios y empleados judiciales y de 
entrenamiento para aquellos aspirantes a ingresar 
a la Carrera Judicial. 



Párrafo 1.- La Escuela Nacional de Judicatura 
estará dirigida por un consejo directivo integrado 
por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia, 
quien lo presidirá, dos Magistrados de la Suprema 
Corte de Justicia, un Presidente de Corte de 
Apelación, elegido por votación cada dos años 
entre sus pares, el Decano de la Facultad <--de 
Ciencias Jurídicas de la Universidad Autónoma de 
Santo Domingo y un representante de una entidad 
de la sociedad civil interesada en el quehacer 
judicial, escogido por los• demás miembros del 
Consejo y un representante del Colegio de 
Abogados de la República. 

Párrafo 11.- El consejo directivo escogerá al 
Director de la Escuela Nacional de la Judicatura y 
determinará la organización y funcionamiento de la 
misma. ,.. 

Art. 35.- Con el fin de capacitar er personal que 
requiere el Poder Judicial y elevar la eficiencia de 
cada Juez, la Suprema Corte de Justicia, a través 
de la Escuela Nacional de la Judicatura, dictará las 
políticas y proveerá los medios necesarios para 
institucionalizar, organizar y desarrollar las acti­
vidades de formación, capacitación y perfeccio­
namiento de los servidores públicos del Poder Ju­
dicial, por !o que incluirá en su presupuesto anual 
los recursos necesarios para el financiamiento de 
la misma. 

Párrafo.- Para la realización d~ las ac­
tividades de capacitación en sus áreas res­
pectivas, la Escuela Nacional de la Judicatura 
podrá recomendar convenios con los centros 
educativos nacionales, públicos o privados, así 
como con entidades educativas, de capacitación 
y de asesoramiento extranjero o de instituciones 
internacionales, que ofrezcan programas acordes 
con las necesidades del servicio judicial 
nacional. 

CAPITULO VI 
LICENCIAS, PERMISOS, ABANDONO 

DEL CARGO, VACACIONES, DIA DEL PODER 
JUDICIAL 

Art. 36.- Las licencias que las autoridades 
competentes pueden conceder a los jueces sujetos 
a la presente Ley, son las siguientes: 

a) Licencia ordinaria, sin sueldo. 
b) Licencia por enfermedad . y maternidad, con 

disfrute de sueldo. 
c) Licencia para atender invitaciones, con 

disfrute de sueldo . ., 
e) Licencias especiales, con o sin disfrute de 

sueldo. 

Art. 37.- La Suprema Corte de J1:Jsticia puede 
conceder licencias ordinarias sin disfrute de sueldo 
hasta por (60) días del año, continuos o dis­
continuos. Si ocurre justa causa a juicio de la auto­
ridad competente, la licencia podrá prorrogarse 
hasta·pór treinta (30) días más. 

Art. 38.- Las licencias remuneradas por en­
fermedad y maternidad se ri¡;en por las dis­
posiaiones legales vigentes sc~re seguridad y asis­
tencia social de los emplea<:iGs y funcionarios 
públicos y serán concedidas por la autoridad 
competente, previa presentación del certificado 
m~dico correspondiente. 

Art. 39.- Las licencias con sueldo para realizar 
estudios, investigaciones y observaciones, sólo 
podrán conferirse para recibir formaéión, adiestra­
miento o perfeccionamiento en el ejercicio de las 
funciones propias del cargo de que es titular o en / 
relación con los servicios a cargo del or1ganismo al 
cual pertenezcan los Jueces beneficiarios, con la 
autorización de la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 40.- Las licencias remuneradas para aten­
der invitaciones de gobiernos extranjeros, orga­
nismo internacionales o entidades particulares, 
sólo se concederán por autorización de la 
Suprema Corte de Justicia. 

Art. 41.- Son licencias especiales las que por 
circunstancias extraordinarias o especiales y a 
solicitud de parte interesada, podrá otorgar la 
Suprema Corte de Justicia sin disfrute de sueldo, 
por período de hasta un (1) año. 

Art. 42.- Las licencias a los Jueces de las 
Cortes y Tribunales del orden judicial serán 
concedidas, mediantes solicitud escrita que la 
justifiquen y hasta por siete días, del · siguiente 
modo: 

1. A los Jueces de Paz, por los Jueces de 
Primera Instancia del Distrito Judicial 
correspondiente. 



2/''A~ los,Juec'es de Primera Instancia y Jueces 
de Instrucción, por el Presidente de la Corte 

.,, de Apelación del Departamento correspon-
. diente. J ,.., 

3. A los Jueces del Tribunal de nerras, 
residentes y de Jurisdicción original, por el 
Presidente del Tribunal Superior de Tierras. 

4. A los Jueces del Tribunal Superior de nerras, 
del Tribunal Superior Administrativo, de las 

~' Córtes de Apelación y de la Suprema Corte 
de Justicia, por el Presidente de la Suprema 

' ~ Corte de Justicia. 

Párrafo l. Las licencias que exceden del término 
de siete (7) días sólo podrán ser concedidas por la 
Suprema Corte de Justicia mediante solicitud 
escrita que la justifique. 

Art. 43.- La ausencia del cargo ·por un lapso 
inferior a tres ~3) días consecutivos, sólo se 
considerará como ausencia transitoria del trabajo, . 
y como tal no sancionable disciplinariamente, 
cuando se haya debido a .una causa fortuita o de 
fuQrza mayor. De lo contrario, se considerará como 
una falta disciplinaria dehJuez y será sancionada 
conforme a la presente Ley. 

Art. 44.- Todos los Tribunales de la República 
tendrán, las vacaciones siguientes: desde el 
sábado de Pasión hasta el primér día de: Pijscuas, 
inclusive; y desde el veinticuatro de "diciembre 
hasta elsiete de enero siguiente, inclusive:-

Párrafo.- El siete de enero de cada , año, se 
conmemorará como "Día del Poder Judicial". Al día 
siguier:ite, si es laborable, se reanudarán, en todo 
el territorio de la República, las labores judiciales 
interrumpidas por las vacacienes, que se inician el 
24·de diciembre. ~ 9 • 

Q :)?•' 
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'< V"' CAPITULO VII \ .,, 
DEBERES, DERECHOS, PROHIBICIONES 

E INCOMPATIBILIDADES 

Art. 45.- Son deberes de los Jueces, los 
siguientes: 

a) Prestar jurament9. Se levantará aGta que 
' "Será ,firmada por el juramentado y por quien 

reciba el juramento. Cumplir y hacer cumplir 

la Constitución de la República, las leyes, los 
reglamentos y las disposicio)les y órdenes 
-administrativas emanadas de las autoridades 
competentes; 

b) Desempeñar con interés, dedicación, efi­
ciencia, il'll)arciabilidad y dilig~ncja las fun­
ciones de su cargo, observando buena con-

o duela y evitando la comisión de falt~s. dis­
ciplinarias; 

c)~Resolver en el más breve plazo los asuntos 
que se les someten; 

d) Obedecer y respetar a los superiores 
jerárquicos en sus actuaciones manteniendo 
la más absoluta imp~rcialidad; 

e) Dar un tratamiento cortés y considerado a 
sus superiores, compañeros y subordinados y 
compartir sus tareas · con espíritu de 
solidaridad .y unidad de propósitos; 

f) Observar permanentem~nte, en sus rela­
ciones con las partes intervinientes en los 
procesos judiciales y con el público en 
general toda la consideración y .cortesía 
debidas; 

g) Realizar las atribuciones que les sean 
conferidas por los órganos jurisdiccionales y 

a. las autoridades administrativas competen}es 
_ y responder del debido ejercicio de la 

autoridad que les haya sido otorgada y de la 
-s ejecución V.de dec~iones que impartan o 
· oc. reciban, sin qye en ningún caso queden 

at exentos de ia oresp0nsabilidad que les 
incumbe personalm~nte; · 

h) -Guardar .la más absoluta reserva y con­
fidencialidad inherente a los . asuntos re­
lacionados con el ejercicio de funciones ju-

.. risdiccionales y administrativas y con los 
intereses de la Administración Judicial , en 
razón de su naturaleza, aún después de ha­
ber cesado en el cargo; 

i) Vigilar y salvaguardar los intereses, valores, 
bienes, equipos y materiales del Estado 
que pertenezcan al órgano jurisdiccíonal en 
el cual labore o estén bajo su responsa-
bilidad; , 

j) Rechazar las proposiciones de cohecho o 
ec soborno que reciban y actuar en conse-

cuencia;)~ 1 

k) Dedicar·la totalidad del tiempo reglamentario 



de trabajo al desempeño íntegro y honesto 
de sus funciones y responsabilidades; 

1) Atender debida y regulannente las activida­
des de formación, adiestramiento y actua­
lización de sus conocimientos y efectuar las 
prácticas y los trabajos que tales actividades 
conlleven; 

m)Responder por el oportuno y debido manejo 
de los documentos, expedientes · y útiles 
confiados a su guarda y administración, 
procurar con esmero su conservación y rendir 
debida y oportuna cuenta de su utilización, 
tramitación y cuidado; 

n) Poner en conocimiento del superior jerár­
quico los hechos que puedan perjudicar a la 
administración de justicia y desarrollar las ini­
ciativas que sean útiles para el mejoramiento 
del servicio; 

ñ) Evitar los privilegios y discriminacions por 
motivos de filiación política, religión, raza, 
condición social, parentesco y otros criterios 

~ que colidan, con los derechos humanos con el 
mérito personal; 

o) Actuar con neutralidad política-partidista en el 
desempeño de sus funciones; 

p) Residir en el lugar en donde ejerzan sus 
funciones y asistir regular y puntualmente a 
sus despachos; 

q) Ejercer con rectitud, honestid.ad e inte­
gridad, los derechos que se les reconocen 
por la ConstiJución, la presente Ley y otras 
disposiciones legales y reglamentarias: 

r) •Los demás que les exigen las leyes y los 
, reglamentos vigentes. 

Art. 46.- Son derechos generales de todos los 
Jueces, los siguientes: 

a) Percibir puntualmente y en la tasa debida la 
remuneración que para el respectivo cargo fi. 

o jen la ley o el reglamento correspondiente, 
así como los demás beneficios y compen­
saciones de carácter económico establecidos 
en su favor; 

b) Recibir capacitación adecuada a ~ fin de 
mejorar el desempeño de sus funciones y 
poder participar en los concursos y procesos 
que le permitan obtener promociones y otras 

formas de mejoramiento de,ntro del servicio 
judicial; ~ ~ 

c) Los jueces de carrera, y aquéllos en ejercicio 
con más de diez años de servicio in-

.. interrumpido en el tren judicial, separados del 
servicio en forma injustificada, tendrán dere­
cho a recibir uaa indemnización económica 
equivalente al sueldo de un mes, por cada 
año de trabajo o fracción superior a seis (6) 
meses, sin que dicha indemnizaciórt pueda 
ser superior al salario de un año. El im­
porte será pagado inmediatamente con car­
go al presupuesto del Poder Judicial, en 
base al monto nominal del último sueldo 
devengado; 

d) Participar y beneficiarse de los programas y 
actividades de bienestar socia! que para los 
servidores públicos establezca el Estado; 

e) Gozar de los estímulos o !ncentivos de 
carácter , moral o material que instituya la 
Suprema Corte de Justicia; 

f) Disfrutar de las vacaciones judiciales; 
g) Obtener y utilizar los permisos y licencias que 

en su favor consagra esta Ley. 
h) Obtener las formas de reconocimiento y el 

pago de las prestaciones sociales que les 
corresponden; .. 

i) Ejercer las prerrogativas y acciohes que en 
su favor se consagra esta Ley; 

j) Recibir el beneficio de los aumentos y 
reajuste de sueldos que 'periódicamente se 
determinen en atención al alza del costo de la· 
vida y otros factores relevantes, según se 
consagra en la presente Ley; 

k) Ejercer los recursos que en su favor consagra 
la presente Ley contra las respectivas 
sanciones disciplinarias; 

1) Ejercer las demás prerrogativas que en su 
favor consagran la Constitución, las leyes y 
los reglamentos vigentes. -

Art. 47 .- Son derechos especiales de los Jueces 
de carrera, los siguientes: 

1 ' • 

a) Disfrutar de estabilidad en el servicio judicial, 
por haberse comprobado y mantenido sus 

> méritos de conformidad con las disposiciones 
de la presente ley y de sus reglamentos; 



b) Ser ascendido por sus méritos, a otros cargos, 
de mayor nivel y remuneración, , de acuerdo 
con las necesidades y posibilidades del 
Poder Judicial; 

c) Recibir los ,aum~a~os de sue!po""' que tengé\n 
por base el rendimie,_nto, la calidad del trabajo 
y la conducta de nivel satisfactorio, como, 
fundamentos de méritos en las fonnas, 
cuantías y épocas que pennitan las. 
posibilidades financieras del Estado; 

( 

d) Ejercer los recursos de la Ley en los casos de· 
sanciones disciplinarias y otras acciones que• 
afecten sus legítimos intereses; y que sean 
reconocidas sus reclamaciones en los plazos, 
y formas establecidos; 

e) Ser restituido a su cargo cuando ha­
biéndose declarado en situación de aban­
dono de dicho cargo, se haya comprobado 
que dicho abandono se ha~ debido a causa 
fortuita o de fuerza mayor y se considere ~I 
hecho como una separación temporal del 
trabaJ·o; , ~ 

f) Ser indemnizado, si se comprueba que su 
despido fue injustificado; 

g) Los (:lemás derechos que con carácter es­
pecial se establezcan legal o reglamenta­
riamente en su favor, por su condición de 
Juez de carrera. 

Art. 48.- A los Jueces sujetos a la presente Ley 
les está prohibido: 

a) Incurrir en los actos que la presente Ley 
califica como faltas disciplinarias; 

b) Realizar actividades ajenas a sus funciones 
regulares durante la jornada de trabajo; 

c) Abandonar o suspender sus labores sin 
aprobación previa de autoridad competente; 

d) Retardar o negar injustificadamente el dere­
cho de los asuntos a su cargo o prestación 

• de los servicios que le corresponden; 
e) D&r noticias o informaciones sobre asuntos. 

de la administración judicial cuapdo no estén 
facultados para hacerlo; 

f) Dedicarse, tanto en el servicio como en la 
vida privada, a .actividades que puedan 
afectar la confianza del público en su 
condición de Juez; 

o 

g) Observar una conducta que pueda afectar la 
respetabilidad y dignidad de la función 
judicial; 

h) Solicitar, aceptar o recibir, directamente o por 
persona interpuesta, gratificaciones, dádivas, 
obsequios, comisiones o recompensas, como 
pago por actos inherentes a su investidura; 

i) Rscibir más de una remuneración con cargo 
al Erario excepto en los casos previstos por 
las leyes; 

j) Obtener préstamos y contraer obligaciones 
con personas naturales o jurídicas con las 
cuales se tengan reÍaciones oficiales en 
razón de la función judici1al que desem­
peñen; 

k) Intervenir, directa o indirectamente, en la 
suscripción de contratos con el Estado y en la 
obtención . de concesiones o beneficios que 
implique privilegio oficial en su favor, salvo en 
los casos en que por mandato de Ley los 
deban suscribir; 

1) Asistir al lugar de trabajo en estado de 
embriaguez o bajo el . influjo de drogas o 
estupefacientes; 

11) Dar consultas en asuntos jurídicos, de 
carácter actualmente contencioso, o que 
puedan a9quirir ese carácter. Sin embargo, 
con excepción de los de la Suprema Corte de 
Justicia, lo.s Jueces podrán desempeñar las 
comisiones honoríficas que les encomiende 
el Poder Ejecutivo, siemp,re que no se 
refieran a asuntos que, de adquirir carácter 
contencioso, recaerían bajo la competencia 
de· dichos Magistrados o de las Cortes o 
Tribunales de que forman parte; 

m)Las demás prohibiciones que se establezcan 
; 

por vía legal o reglamentaria, o que resulten 
del buen entenaimiento y observancia de la 
ética social y administrativa. 

Párrafo !-- Los Jueces no pueden ejercer la 
abogacía u Rtra profesión que los distraiga del 
c~mplimient~ '

1 
de sus deberes oficiales o que 

sea incompatible con la dignidad del cargo que 
qesempeñan. Esta disposición no deroga la ex­
cepción que establece ,., él Artículo 86 del 
Código de Procedimiento Civil, respecto de las 
causas que . puedan defender los Jueces, pero 
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aún en estos casos no podrán hacer1o por 
ante el Tribunal en donde ejercen sus fun-

• t ~ "' 

c1ones. 
Párrafo 11.- No podrán prestar servici6s en una 

r 

misma unidad de trabajo los cónyug~s y quienes 
estén unidos por lazos de consanguinidad o 
afinidad hasta ell cuartó gradó, inclusive. ,.. " , i 

Párrafo 111.- No podrán perten&er a la 
judicatura nacional los militares activos, dirigentes 
y activistas polít icos, ministros de algún culto reli­
gioso en funciones, los abogados con _antece­
dentes penales o sancionados disciplinariamente 
por actos que menoscaben su debida reputación 
profesional. ~ 

Párrafo IV.- Los Jueces están dispensados de 
la tutela. 

Art. 49.- Es incompatible con las funciones 
permanentes y remuneradas de los jueces sujetos 
a la presente Ley: ' ' 

( 

a) Desempeñar otro cargo remunerado y 
permanente dentro de la Administración 
Pública, salvo lo dispdesto por'e!I Artículo 108 

de la Constitución; · 
b) Ser parte a la vez, de cualquier órgano o 

entidad del .Gobierno Nacional, en cuanto tal 
situación esté prohibida por la Constitución o 
por las Leyes; y no podtán pertenecer a 
partidos o asociaciones políticas y tampoco a 
organizaciones profesionales cuya afiliación 
no esté ,limitada exclusivamente a quienes 
tengan su investidura; 

c) Participar en actividades comerciales u 
oficiales en que el Juez tenga algún interés 
económico, patrimonial Ó de índole político, 
que en algún modo ponga en contradicción 
una dualidad de atribuciones, derechos o .,.. 
intereses;~ 

d) Ejercer, participar o desempeñar cometidos 
que conforme a la Constitución o las leyes 
resulten moral o administrativamente contra­
dictorios y de notoria y lógica inconveniencia 

' para el Estacfo o la sociedad nacional; .., 
e) ' Desempeñar cualquier cargo, 1pr9feslón o ac­

tividad que menoscabe el estric1o cum­
plimiento de los deberes del Juez; ~ 

f) Disfrutar de ona pe!]sión simultáneamente 
con una remuneración de Juez, ambas a 

J cargo del l:raño, salvo lo dispuesto por el 

Artículo f60 de la Cqnstitución. .. 
Art. 50.- La aceptación de un nuevo cargo re­

munerado, incompatible con el que se esté ejer­
ciendo, implica la renuncia de éste, salvo en los ca­
sos de excepciones contempladas por la Ley. 

Art. 51.- Todo Juez que se encontrare subjúdice 
cesará en el ejercicio de sus funciones, dejará de 
percibir el sueldo. Si fuere~ absuelto o· descargado 
quedará ipso facto reintegrado a su cargo, y' se le 
pagarán tos sueldos que había dejado de percibir. 
Estas disposiciones sólo son aplicables en cáso de 
crímenes y delitos correccionales que se castiguen 
con pena de prisión. Se consid(:!rará subjúdice, en 
caso de crimen, desde que la persona ha sido 
presa a dictado contra ella . ma,~damiento de 
conducencia; en materia· correcciÓná! cuando ha 
sido presa o citada por e(Ministerio 1Públlco para 
ante el trit;>unal córrespondiente, o enviado· ante su 
jurisdicción. la circunstancia de que la persona 
obtenga libertad provisional bajo fianza no cambia 
la condición de estar subjúdice. En. ei'te caso la 
citación se hará en el término de cinco días a 
contar de aquel en que se hubiera presentado la 
querella o la denuncia y para comparecer en el 
término de tres días francos. 

La causa siempre se llevará por vía directa en 
materia correccional. 

CAPITULO VIII 
REGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL, RETIRO, 

PENSIONES Y JUBILACIONES DE LOS JUECES 

Y DEMAS FUNCIONARIOS JUDICIALES 

Art. 52.- Los Jueces gozarán de los beneficios 
de la previsión y seguridad social que instituirá la 
Suprema Corte de Justicia. ' 

El reglamento establecerá los beneficios, com­
pensaciones, primas por antigüedad, por capa­
citación y eficiencia y cualesquiera otras renu-
meraciones especiales de los Jueces. · 

Art. 53.- Los Jueces disfrutarán de sus 
vacaciones en los períodos es\ablecidos en esta 
Ley. Este derecho es irrenunciable. Los Jueces 
tendrán derecho a un bono vacacional por año en 
adición a su remuneración regular, equivalente a 



un mes de sueldo, el cual será pagado antes de 
iniciarse éstas, sean en Navidad o en Semana 
Santa, a opción del Juez. 

PENSIONES 
~Y JUBILACIONES 

Art. 54.- La Suprema Corte de Justicia que­
da facultada para instituir un régimen de retiro, 
y seguridad social para sus Jueces, personal 
administrativo y auxiliares de justicia, en sus­
titución de las disposiciones previstas en la 
Ley 379 sobre Pensiones y Jubilaciones Civiles 
del Estado, de fecha 11 de diciembre de 
1981. 

Art. 55.- El Poder Ejecutivo deberá efectuar 
el aporte financiero inicial para el desarrollo 
del plan, previo estudio actuaria! realizado a 
tales fines. 

CAPITULO IX 
REGIMEN DISCIPLINARIO. 

OBJETIVOS DEL REGIMEN DISCIPLINARIO 

Art. 56.- El régimen disciplinario tiene los 
objetivos siguientes: 

a) Contribuir a que los Jueces cumplan leal, 
eficiente y honestamente sus deberes y 
responsabilidades, a fin de mantener el mejor 
.rendimiento del Poder Judicial; 

b) Procurar el adecuado y correcto ejercicio de 
los derechos y prerrogativas que se 
consagran en favor de los Jueces; 

c) Procurar que las talas disciplinarias sean 
juzgadas y sancionadas conforme a su 
gravedad y en base a estrictos criterios de la 
legalidad, equidad y objetividad. 

Art. 57.- A los efectos de asegurar el cum­
plimiento de los objetivos indicados, la Su­
prema Corte de Justicia por vía . reglamentaria 
complementará las normas reguladoras de la 
conducta de los Jueces, en materia disciplina­
ria y en ocasión del trabajo previsto en la pre­
sente ley. 

FALTAS Y SANCIONES 
DISCIPLINARIAS, 

Art. 58.- El Poder disciplinario reside en la 
Suprema Corte de Justicia, en las Corte de 
Apelación y en los demás Tribunales. 

Art. 59.- Los Jueces del orden judicial sujetos a 
la presente Ley, incurren en falta disciplinaria si 
dejan de cumplir sus deberes y las normas de 
trabajo establecidas, si ejercen incorrectamente o 
en forma desviada sus derechos y prerrogativas, si 
desconocen las órdenes legítimas de sus 
superiores jerárquicos o incurren en cualesquiera 
de las causas dei sanción disciplinaria previstas en 
la presente Ley .. y sus Reglamentos o en la 
violación de otras disposiciones sobre la materia, 
emanadas de autoridades co,:npetentes. 

Art. 60.- Los Jueces que en el ejercicio de sus 
funciones cometan faltas o no cumplan con sus 
deberes y con las norma$ establecidas, serán 
a9ministrativamente responsables. y sancionados 
en consecuencia, sin perjuicio de otras respon­
sabilidades civiles, penales o de otra índole, re­
sultantes de los mismos hechos u ómisiones. 

Párrafo 1.- Según la gravedad de las ·faltas, las 
autoridades competentes en los términos de esta 
Ley podrán imponer las siguientes sanciones: 

1. Amonestación oral; 
2. Amonestación escrita; 
3. Suspensión transitoria sin sueldo, hasta por 

diez (10) días; 
4. Suspensión transitoria sin sueldo, de once 

(11 ) a treinta (30) días; 
5. Destitución. 

Párrafo 11.- Todas las sanciones, excepto la 
amonestación oral, serán escritas en el Historial 
Personal del Juez sancionado, sus documentos 
básicos anexados a los ficheros respectivos. 

Art. 61 .- Son faltas leves de primer grado que 
dan lugar a amonestación oral, las siguientes: 

a) Incumplir el horario de trabajo sin causa 
justificada; 

b) Descuidar el rendimiento y la calidad del 
trabajo; 

c) Suspender las labores sin causa justificada; 



d) Descuidar la guarda, vigilancia y orden de los 
expedientes, materiales, bienes y equipos 
puestos baijo su cuidado; 

e) Desatender o atender con negligencia o en 
fonna indebida a las partes en los procesos 
judiciales y a los abogados; 

1) Dar trato manifiestamente descortés a los 
subordinados, a las autoridades superiores y 
al público que procure informaciones; 

g) Negarse a colaborar en alguna tarea 
relacionada con las de su cargo, cuando se lo 
haya solicitado una autoridad competente; 

h) Cualesquiera otros hechos u omisiones me­
nores, que a juicio de la autoridad san­
cionadora sean similares por naturaleza a las 
anteriores y que no ameriten sanción mayor. 

Art. 62.- Son faltas leves de segundo grado, 
que dan lugar a amonestación escrita, las 
siguientes: 

a) Dejar de asistir al trabajo o ausentarse de 
éste, por un (1) día, sin justificación; 

b) Incumplir reiteradamente el horario de trabajo 
sin causa justificada; 

c) Descuidar reiteradamente el rendimiento, la 
calidád del trabajo y la tramitación de los 
procesos; 

d) Suspender reiteradamente las labores; 
e) Descuidar reiteradamente la guarda, v1g1-

lancia y orden de los expedientes, materiales, 
bienes y equipos puestos bajo su cuidado; 

f) Reíteradamente desatender o atender con 
negligencia o en forma indebida a las per­
'Sonas en procura de información; 

g) En forma reiterada dar trato manifiestamente 
descortés a los subalternos, a las autoridades 
y al público; 

h} Reiteradamente negarse a colaborar en 
alguna tarea relacionada con las de su cargo, 
cuando se lo haya solicitado, también en 
forma reiterada, una autoridad competente; 

i) Descuidar el manejo de documentos y 
expedientes, sin consecuencias apreciable; 

j) Haber recibido una (1) amonestación oral 
previo, y cometer una segunda falta leve de 
primer grado; 

k) Cualesquiera otros hechos u omisiones, 

caJificables como faltas leves de segundos 
grado; que a juicio de autoridad sancio­
nadora, sean similares a las ariteñores y que 
no ameriten sanción mayor. 

Art. 63.- Son faltas medianamente graves, que 
dan lugar a suspensión transitoria,sin sueldo hasta 
por diez (1 O) días, las siguientes: 

a) Reiteradamente incumplir los deberes, 
ejercer en forma indebida los derechos o no 
observar las prohibiciones o incompatibi­
lidades constitucionales o legales, cuando el 
hecho 0~1a omisión tengan consecuencias de 
escasa gravedad para Ice, ciudadanos o el 
Estado; 

b) Reiteradamente tratar en fom1a irrespetuosa, 
agresiva, desconsiderada u of 1;1nsiva a los 
subalternos, a los superiores jerárq,1icos y al 
público; 

c) Realizar en el lugar de trabajo actividades 
· ajenas a sus deberes oficiales; 
d) Descuidar reiteradamente el manejo de docu­

mentos y expedientes, QOn consecuencias de 
mediano daño o perjuicio para• los ciuda­
danos o el Estado; 

e) Ocasionar o dar lugar a daño o deterioro de 
los bienes que se le confían. por negligencia 
o falta de aebido cuidado; 

f) No dar el rendimiento satisfactorio anual 
evaluado conforme se indica en esta Ley; 

g) Cualesquiera otros hechos u omisiones, 
calificables como medianamente graves, o de 
cuarto grado, que a juicio de la autoridad 
competente sean similares o equivalentes en 
gravedad a los anteriores, y que no ameriten 
sanción mayor. 

Art. 64.- Son faltas graves, que dan lugar a 
suspensión transitoria sin sueldo, de once (11) a 
treinta (30) días, las siguientes: 

a) Reiterada e intencionalmente dejar de 
cumplir los deberes a su cargo o no respetar 
las prohibiciones e incompatibilidades cons­
titucionales o legales, cuando el hecho o la 
omisión tenga consecuencias de mediana 
gravedad para los ciudadanos o el Estado; 



b) Reiteradamente realizar en el lugar de trabajo 
actividades ajenas a sus deberes oficiales; 

c) Descuidar reiterada e intencionalmente el 
manejo de documentos y expedientes, con 
consecuencia de año apreciable para los 
ciudadanos o el Estado; 

d) Retardar o negar irijuJtificadamente el 
despacho de los asuntos a su cargo; 

e) Realizar actividades _partiparistas, así como 
solicitar o recibir dinero u otros bienes para 
fines políticos, en los lugares p~ trabajo; 

f) Promover o participar en huelgas ilegales, o 
apoyarlas, ei1 desmedro del buen desempeño 
de sus funciones o de los deberes de otros 
empleados y funcionarios;_ 

g) Divulgar o hacer circular asuntos o docu­
mentos reservados, confideneiales ~ secretos 
de los cuales el Juez tenga conocimiento por 
su investidura; 

h) Presentarse al trabajo en estado de 
embriaguez o bajo el influjo de sust§lncias 
nar~óticas o estupefacientes;" 1 • e 

i) Reincidir en faltas que hayan sido causa de 
suspensión.de hast~ diez (10) días; 

j) ~Cualesquiera otros hechos u omisiones, que 
a juicio de la autoridád cÓmpetente sean 
similar:es o· equivalente$ a las demás faltas 
.. • J 

enunciadas en el presente artículo y que no 
• ameri'ten sanción mayor. 

Art. 65.- Son faltas graves, que dan lugar a 
traslado o destitución, según lo juzgue la Suprema 
Corte de Justicia, las siguientes: 

a) Solicitar, aceptar o recibir, directamente o por 
intermedlo de otras personas, comisiones en 
dinero o en especie; o solicitar, aceptar o re­
cibir, directamente o por interpuesta persona, 
gratificaciones, dádivas, obsequios o recom­
pensas, como pago por la presta9ión de los 
serv1c1os inherentes al cargo que se 
desempeña. A los efectos de esta falta se 
presumen como gratificaciones, dádivas, co­
misiones, obsequios, recompensas y bene­
ficios ilícitos similares, de contenido eco­
nómico, sancionables disciplinariamente con­
forme a la presente Ley, las sumas de dinero 
o bienes en especie que por tales cqnceptos. 

¡, 

re.9iban los parientes del funcionario, hasta el 
tercer grado de consanguinidad y segundo 
grado de afinidad, iñclusive, si se obtienen 
pruebas, evidencias o testimonios ciertos e 
inequívocos de los hechos o actuaciones 
objeto de sanción; 

b) Reiterada e intencional o dolosamente, dejar 
de cumplir los deberes, ejercer indebida­
mente los derechos o no respetar las pro­
hibiciones e incompatibilidades constitucio­
nales o legales, cuando el hecho o la omisión 
tengan grave consecuencia de daños o 
perjuicios para los ciudadanos o eJ Estado; 

c) Tener participación, por sí. o por interpuestas 
personas, en firmas o sociedades que tengan 
relaciones económicas, cuando estas re­
laciones estén vinculadas directamente con 
algún asunto cuyo conocimie,nto está a cargo 
de dicho JÚez, salvo que éste haya hecho .. ' ._ . . . 
conocer por escrito esta c1rcunstanc1a para 
que se le .releve del conocimiento, tramitación 
o autorización' del asunto de que trate; 

d) Obtener préstamos ,Y .contraer obligaciones 
con personas naturq.les o jurídicas estando el 
Juez apoderado del conocimiento de un 
asunto relacionado con esas personas; 

e) Realizar o permitir actos qe fraude en re­
lación con el reconocimiento y pago de suel­
dos, indemnizaciones, auxfüos, i,:icentivos, 
bonificaciones o prestaciones sociales; 

f) Cobrar viáticos, sueldos, o bonificaciones por 
servicio no realizado, por un lapso mayor al 
realmente empleado en la realización del 
servicio; 

g) Expedir certificaciones y constancias que no 
corre~pondan a la verdad de los hechos 
certificados; 

h) Realizar, encubrir, excusar o permitir, en 
cualquier forma, actos que atenten grave­
mente contra los intereses de la Admi­
nistración de Justicia; o de algún modo 
promover o favorecer. tales actos; 

i) Incurrir en falta de probidad, vías de hecho, 
injuria, difamación , insubordinación o con­
ducta inmoral en el trabajo; o en algún acto 
lesivo al buen nombre a los intereses del 
Poder Juqicial; 

j) Causar, intencionalmente o por negligencia 



· manifiesta, grave perjuicio material al patri­
monio de la 'República; 

k) Ser condenado penalmente, con privación de 
libertad, por un acto delictuoso o criminal; 

1) Aceptar de un gobierno extranjero, cargo, 
función, merced, honor o distinción de 
cualquier índole sin previo penniso del 
Gobierno Nacionál; 

m) Intencionalmente causar daño material a los 
edificios, obras, bienes, maquinarias, equi­
pos, materias primas y demás objetos re­
lacionados con el trabajo o con el patrimonio 
de la República; 

n) Realizar actividades incompatibles con el 
decoro, la moral social, el desempeño del 
cargo y el respeto y lealtad debidos a la 
Administración de Justicia y a la colectividad; 

ñ) Llevar una conducta pública o privada que le 
impida la rnormal y aceptable prestación de 
los servicios a su cargo; 

o) Dejar de asistir al trabajo durante tres (3) 
días consecutivos, injustificamente, incu­
rriendo así en el abandono del cargo, sal­
vo si se ha debido a causa fortuita o de 
fuerza mayor; 

p) Descúidar en forma reiterada, intencional y 
dolosa el manejo de documentos y expe­
dientes, con consecuencia de grave daño 
o perjuicio para los ciudadanos o el 
Estado; 

q) Reincidir en faltas que hayan sido causa de 
s~spensión entre once · (11) y treinta (30) 
días; 

r) Negarse a prestar servicios, en caso de ca­
lamidad pública, a las autoridades corres­
pondientes, . cuando las mismas estén ac­
tuando en función de defensa civil; 

s) Cometer cualesquiera otras faltas similares a 
las anteriores por su naturaleza y gravedad, a 
juicio de la autoridad sancionadora. · 

Párrafo 1.- Excepto en el caso del acápite m), 
las penas de traslado o destitución no se 
impondrán sino después de haberse dado al 
acusado la oportunidad de su defensa, por sí solo 
o por mandatario especial, o de haber sido-llamado 
a exponer sus medios de defensa y habérsele 
comunicado los cargos que existiesen contra él. 

Pá11afe 11.- La pena de suspensión transitoria 
sin sueldo, traslado o destitución podrán ser 
impuestos únicamente por la Suprema Corte de 
Justicia, a sus propios Jueces y a los demás 
Jueces del orden judicial. 

Párrafo 111 • .:... La persona destituída por haber 
cometido cualesquiera de las faltas señaladas en 
este artí~ulo o por otra causa igualmente grave o 
deshonrosa, a juicio de la Suprema Corte de 
Justicia, quedará inhabilitada para prestar servicios 
al Estado durante los cinco (5) años siguientes, 
contados desde la fecha de habérsele notificado la 
destitución. 

CAPITULO X 
AUTORIDAD SANCIONADORA 

Art. 66.- Las sanciones disciplinarias :')revistas 
en la presente Ley serán 'impuestas por las 
autoridades judiciales, en las formas y plazos 
respectivos según se indica a continuación: 

1 . La amonestación oral la hará en privado el 
Tribunal o funcionario judicial superior 
jerárquico inmediato del Juez en falta, dentro 
de un plazo de cinco (5) días hábiles a partir 
de la fecha de ocurrencia de dicha falta, o de 
que el Tribunal o superior tenga conocimiento 
de la misma. Esta sanción no se anotará en 
el Historial Personal del juez. 

2. La amonestación escrita, con anotación en el 
Historial Personal del Juez en falta, la hará el 
Tribunal o funcionario judicial superior 
jerárquico inmediato del Juez en falta, dentro 
de un plazo de cinco (5) días hábiles, 
contados desde la fecha de ocurrencia de la 
mencionada falta, o de que dicho Tribunal o 
superior jerárquico tenga conocimiento de la 
r:nisma, y será comunicada por escrito a la 
Dirección General de Administración de la 
Suprema Corte de Justicia, con . copia al 
empleado amonestado. 

3. La suspensión transitoria sin sueldo será 
impuesta por escrito a cualquier Juez o 
funcionario o empleado del orden judicial o 
funcionario en falta, por la Suprema Corte de 
Justicia, con copia al Juez suspendido. 



4. La suspensión transitoria sin sueldo, el 
tra5lado y la destitución se hará por escrito y 
con anotación en el Historial Persoñal del 
Juez en.falta. 

... RECURSOS CONTRA-_LAS SANCIONES ..-S 
01s_c1PLINARIAS a 

Art. 67.- El Juez sancionado disciplinariamente 
por un Tribunal -jerárquicamente' inferior a la 
Suprel1]a Corte de Justicia, podrá por ~ mi.smo o 
mediante el representante - que él libremente 
escoja, interponer recurso de apelacíó'n ante el 
más· elevado órgano judicial de la nación. ,. 

Párr~fo 1,- Cuando se trate. de una sanción 
impuest9 directamente por la Suprema Corte de 
Justicia, e Juez en falta podrá solicitar su re1vision 
ante dicho tribunal, siempre y cuando•se presenten 
nuevos, d~tumentos o se revele algún hecho no 
co[lqcido ei el proceso (;jisciplinario. ,, ,s.., 

"' 

- JURISPBUDENCIA 
Primera Sentencia Laboral 

Rendida por la Suprema Corte de 
Justicia como Corte de Casación, 
después de la Promulgación' del 

Código de Trabajo ' 
.., 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
' . REPUBLICA DOMINICANA 

J 

En nombre de la República DomiAicana, la 1 

Cámara Civil dé la Suprema Corte de Justicia, re­

gularmente constituida por los Jueces Fernahdo E. 

Ravelo de la Fuente, Leonte Rafael Alburquerque 

Castillo, Federico Natalio Cuello López, Amadeo 

Julián y Angel Salvador Goico Morel, asistidos del 
•101, 1,,. ,. l Secretario General, en la S~la donde celebra sus 

s, PROCEDIMll;~TO PARA 1.J'·ACetBN 
DISCIPLINARIA. 

MEblOS DE PRUEBA ' 

ov audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de 

Guzmán, Distrito.Nacional, hoy día 22 de marzo de 

1995, año 152! de la Independencia y 132' de la 

Restauración, dicta en audiencia pública, como .Art. 68 - l.¿l Supfe,ma Corte· de Justicia estable­
cerá, por 'lía de reglamento, eJ procedimiento api­
ciona) né~esario pará la~ estructuración y el desa­
rrollo defffégimen diséiplinari01y de garantías Juris­
diccionales de los Ju~es sujetos a la presente L~. 

Art: 69.- Todos los medios d~ pruebas son ad­
misil:lles en materia disciplinarii; y mientras no sea 
dictado el procedimiento a E¡ue se refiere'el Artículo 
anterior, en dicha mijferia serán 1:Jtilizados los pro- , 
cedimientos vig~ntes en materia administrativa y 
judicial, en la metliétan~n que nó colidan con las dis-
posicionés de esta Ley. r 

p.rt. 70.- 1 ~e modifican y suslituyeri, ery cuanto 
sea necesarao,, las disposiciones de la Ley 821 de 
fecha 21' efe noviembre de 1927, sobre 
Organizaeión Judicial, y sus enmiendas, y de 
cualesquiera otras legislacione~. ·que puegan 
discrepar con los preceptos y objetivos de la 
presente ley. 

Dad,¡1 en la sala de Sesiones, ... c:0 

Certe de Ca.sación, la siguiente sent,eracia: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por ... 

institución autónoma del Estado Dominicano, 

creada por la Ley No. 70, del 17 de diciembre de 

1970, con su domicilio y oficina prin:cipal en ... con­

tra la sentencia dictada por la Primera Sala de la 

Corte de Trabajo del Distrito . Nacional, el 4 de 

agosto de 1994, cuyo dispositivo se copia más 

adelante¡ 

Oído al Alguacil de turno en Ja lectura .del rol; 

Oídos en la lectura de sus conclusiones al Dr., 

abogado de la recurrida doruir:iicana, may.or de 

edad, cédula, serie 1 ra., domiciliada. y residente en 

esta ciudad, en la calle, ... ; 

Visto el memorial• de casación depositado en la 



Secretaría de la Corte de Trabajo del Disbito 

Nacional, el 21 de septiembre de 1994, suscrito 

por el Lic., abogado de la recurrente, en el cual se 

proponen contra la sent~ia impugnada los 

medios de casación que se indican más adelante; 

Visto el memorial de defensa del 5 de octubre de 

1994, suscrito por el Dr. y el Lic., abogados de la 

recurrida; 

La Cámara Civil de la Suprema Corte de Justicia 

después de haber deliberado y visto los textos 

legales invocados por la recurrente y los artículos 

1, 20 y 65 de la Ley Sobre Procedimiento de 

Casación; 

CONSIDERANDO, que en al sentencia im­

pugnada y en los documentos a que ella se refiere 

consta: a) que con motivo de una demanda laboral 

intentada por la recurrida contra la recurrente la 

Sala No. 3 del Juzgado de Trabajo del Distrito Na­

cional dictó una sentencia, el 27 de abril de 1994, 

cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRI­

MERO: Se declara rescindido el contrato de tra­

bajo que existió entre ... por desahucio• por el em­

pleador; SEGUNDO: Se condena a ... a pagar a, 5 

meses de salarios por concepto de preaviso; 49 

días de salarios por concepto de auxilio de ce­

santía; 14 días de salarios por concepto de vaca­

ciones; la proporción de salario navideño, corres­

pondiente al año 1993; 60 días de salarios pro con­

cepto de bonificaciones; TERCERO: Se condena 

a... la demandada, pagar además a la deman­

dante, 40 días de salarios por concepto de los días 

de suspensión ilegal, causados desde el día 24 de 

junio al día 3 d!e agosto del año 19~3; CUARTO: 

Se condena a ... pagar a la reclamante los-salarios 

correspondientes a los días 13 de agosto del año 

1993 hasta el día que pague la totalidad de las 

prestaciones laborales, en vista de las dis­

posiciones del artículo 86, del Código de Trabajo; 

QUINTO: Se condena a ... al pago de los intereses 

legales de los salarios correspondientes a los días 

24 de junio al 3 de agosto del año~ 1993; SEXTO: 

Se condena a... al pago de las costas del pro­

cedimiento, y se ordena su distracción en provecho 

del Dr. y Lic., quienes afirman haberlas avanzado 

en su totalidad; SEPTIMO: Se declara que en es­

tas condenaciones regirá las disposiciones del 

artículo 537, del Código de Trabajo"; y b) que so­

bre el recurso de apelación interpuesto intervino el 

fallo ahora impugnado, cuyo .dispositivo es como 

sigue: "FALLA: PRIMERO: En cuanto e la forma 

se acoge el recurso de apelación interpuer.;to por ... 

contra sentencia del 27 de abril del 1994, dictada 

por Juzgado de Trabajo del Distrito Nacional, en fa­

vor de; "SEGUNDO: En cuanto al ·fondo se re­

chazan las conclusiones presentadas por la parte 

recurrente, por improcedente e infundadas y en 

consecuencia se confirma en todas sus partes la 

sentencia recurrida; TERCERO: Se condena a la 
1 

parte recurrente, además de las Prestaciones nor-

males señalada en la sentencia al pago de una in­

demnización de 5 meses de salarios estipulado en 

el Art. 233 infine y a los 6 meses estalJlecido en el 

Art. 95 Ordinal 3ro. del Código de Trabajo, así 

como a un día de salario devengado por cada día 

de retardo de conformidad con el Art. 65 infine del 

Código de Trabajo; CUARTO: Se condena a la 

parte recurrente, sucumbiente al pago de las cos­

tas del procedimiento con distracción en favor de 

los Ores ... , abogados que afirman haberlas avan- ' 

zado en su totalidad"; 

CONSIDERANDO, que la recurrente propone 

los siguientes medios de casación: PRIMER 



MEDIO: r=alta de base legal; SEGUNDO MEDIO: 

Falta de E' motivos; TERCER MEDIO: Fallo 

ultrapetita; .., 

J CONSIDERANDO, que en el desarrollo de los 

tres medios, los c~ales se reúnen para su examen 

por su estrecha relación, la recurrente alega, en 

síntesis, que en la audiencia celebrada por la Corte 

a-qua1 el 14 dé' julio de 1994, ambas partes' 

estuvieron de acuerdo y concluyeron en el sentido 

de que a la recurrida sólo le correspondfan 28 días 

de salario, por concepto de preaviso; que no 

obstante estos pedimentos la Corte a-qaa condenó 

a la recurrente al pago de 5 meses de salarios por· 

concepto de preaviso; que además de las 

prestaciones normales en la sentencia impugnada 

la recurtente fue condenada al pago de una, 

indemnización de 5 meses de salarios según ·10 

establecido en el artículo 233 in-fine del Código de 

Trabajo, a ·~os 6 meses de salarios a que se refi~re 

el artículo 95 ordinal tercero del referido Código, y 

a un día d,e salario devengado por c~da día de 

retardo, por aplicación del artículo 8 del mismo 

Codlgo; .que los-!Jueces se excedieron al acordar 

más de lo pedido, por lo cual dicha sentencia debe 

ser casada; • 

CONSIDERANDO, que en la sentencia 

impugnada se expreS"a al respecto que la recurrida 

fue -suspendida el 24 de junio de 1993, por 

resolución del Consejo de Administración de la 

recurrente; que el 29 de-julio de 1993 la recurrente 

dio por terminado el contrato de trabajo de la 

recurrida, como Asistente Técnica Administrativa, 

por desahucio que le fue comunicado el 3 de 

agosto' de 1993, según consta en el informe 

rendido por el Inspector de la Secretaría de Estado 

de Trabajo; · que la suspensión del contrato de 

trabajo de la recurrida se operó en el período 

post-natal, según resulta de la comwnicación que 

figura en el expediente y de una copia del 

certificado de nacimiento expedido por el Centro 

de Otorrinolaringología y Especialidades, el 23 de 

abril 1de 1993, en el cual consta que la recurrida dio 

a luz un,niño en esa fecha; que de acuérdo con lo 

que dispone el artículo 232 del Código de Trabajo, 

es nulo el desahucio ejercido por el empleador 

durante el período de · la gestación de la 

trabajadora y hasta tres meses después de la 

fecha del parto; que si bie~ es cierto que la 

trabajadora debe notificar su estado de embarazo 

también es cierto que dicha notificación puede 

hacerse por cualquier medio y la existencia de un 

certificado era suficiente para entender que existía 

el estado post-natal de la1 recurridá. al momento de· 

ser suspendida y al término del contrato·de trabajo 

que ligaba a las partes¡ que la suspensión es una 

s'ítuación mom~ntánea;1 que durante el período de 

laffmisma el trabajador 00nserva los derechos y 

privilegios que le concede la ley; que si no se 

prueba 1a causa de la suspensión, la misma resulta 

ilegal e irregular, com()} sucede en la especie, por 

lo cual la recurrida tiene derecho al pago de los 

salarios que lle correspondían durante el período 

de la suspensión, independientemente de las 

prestaciones por desaucio y por su estado 

post-natal; que el artículo 86 del Código de Trabajo 

establece que las indemnizaciones por omisión del 

preaviso y por el auxilio de cesantía, qeben ser 

pagadas al trabajador en un plazo de 10 días a 

contar de la fecha de la terminación del contrato de 

trabajo; que en caso de incumplimiento el 

empleador debe pagar en adición, una suma igual 

a un día de salario por cada día de retardo; que a 



la recurrida no se le han pagado sus prestaciones 

y las ofertas que se le han hecho sólo equivalen a 

un mes del salario que ganaba como Asistente 

,Técnica Administrativa de; que el incumplimiento 

por parte de la recurrente de su obligación de 

pagar las prestaciones por desahucio, asimila a 

éste a un despido injustificado; que al no probarse 

la causa de la suspensión y poner término al 

c~ntrato de trabajo, posteriormente, mediante un 

supuesto desahucio, durante el período post-natal, 

ha q1,.1edado comprometida la responsabilidad del 

patrono y en consecuencia éste debe pagar la 

indemnización establecida en el artículo 233 del 

Código de Trabajo; 

CONSIDERANDO, que la recurrida no interpuso 

apelación incidental contra la sentencia de primer 

grado, a pesar de que dicha sentencia no acogió 

todas las prestaciones de su demanda; que, en 

efecto, el Juzgado de Trabajo decidió que los cinco 

meses de salario reclamados por la recurrida no 

procedían, por haber demostrac;fo que el .contrato 

de trabajo había terminado por desahucio de la, 

trabajadora y no por despido; que según dicha 

sentenci¡:3 era en este último caso que procedía el 

pago de dicha indemnización; en virtud de lo que 

dispone el artículo 233 del Código de Trabajo; 

CONSIDERANDO, que en la sentencia 

impugnada consta que la recurrida concluyó en 

apelación, en el sentido de que se rechazara el 

recurso de apelación y se confirmara en todas sus 

partes La sentencia apelada, con excepción de los 

valores correspondientes al preaviso, los cuales 

consistían en 28 días de salario y no .en 5 meses 

de salario como había decidido el juez de primer 

grado; 

CONSIDERANDO, que, asimismo, ·en dicha 

sentencia consta que la recurrente concluyó en el 

sentido de que se modificara en parte la sentencia 

apelada y se fijaran las prestaciones a pagar a la 

recurrida en 28 días de salario por concepto de 

preaviso, 46 días de salario por concepto de auxilio 

de cesantía; 7 días de salario por concepto de 

proporción al salario. navideño; y que en cuanto al 

pago de las bonificaciones correspondientes al año 

de 1993, se revocara la sentencia en este aspecto, 

por haber sido recibido el pago de las mismas por 

la recurrida, el 8 de junio de 1993; 

CONSIDERANDO, que no obstante esas 

conclusiones, la Corte a-qua ,~onfümó en todas 

sus partes la sentencia del Juzgado de Trabajo; 

que en lo que respecta a las . condenaciones por 

concepto de preaviso y bonificaciones, ni la 

sentencia de primer· grado ni la sentencia 

impugnada contienen motivos que justifiquen sus 

dispositivos, por lo cual procede la casación de 

esta última sentencia en lo relativo a esas 

condenaciones; . 

CONSIDERANDO, que además. de confirmar la 

sentencia apelada, la Corte a-qu& condenó a la 

recurrente a pagar a la recurrida 5 meses de 

salario, en virtud de lo dispuesto por el artículo 233, 

del Código de Trabajo, 6 meses de salario por 

aplicación de lo establecido en el artículo 95 

ordinal 3ro. , y un día de salario por cada día de 

retar o, de conformidad con lo que prescribe el 

artículo 86 del mismo Código; 

CONSIDERANDO, que aún cuando la recurrida 

no interpuso apelación contra la sentencia de 

primer grado, reclamó originalmente el pago de los 

5 meses de salarios, que acuerda el artículo 233 

del Código de Trabajo a la mujer despedida de su 

empleo por el hecho de estar embarazada; que, 
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por el contrario, la recurrida no reclamó el pago de 

los seis meses de salario ni solicitó la condenación 

de la recurrente a un día de retardo, por aplicación 

de los artículos 95 ordinal 3ro., y 8 del referido 

Código, respectivamente; 

CONSIDERANDO, que los Jueces en materia 

laboral tienen un papel activo, y pueden en uso de 

sus facultades conceder las prestaciones que la 

ley acuerda a los trabajadores, aún cuando éstos 

no las hubieran reclamado expresamente, siempre 

que resulten de la naiuraleza jurídica la demanda, 

de las pruebas aportadas al debate y corres­

pondan a los derechos legalmente consagrados 

en favor de los mismos; que, además, los 

derechos reconocidos por la ley a los 

trabajadores, no pueden ser objeto de renuncia; 

que en esas condiciones, la sentencia dictada por 

un Juzgado o Corte de Trabajo, que acuerda a 

un trabajador las prestaciones que legalmente le 

correspondan, pero que éste no hubiera 

reclamado, no podrá por esa sola causa, ser 

declarada nula, por haber sido dictad& extra o 

ultra-petita; que la Corte a-qua disponía de esos 

poderes, y su sentencia no está afectada de 

ninguno de esos vicios; 

CONSIDERANDO, que en los demás dSpectos 

la sentencia impugnada contiene motivos su­

ficientes y pertinentes que justifican su dis­

positivo y una relación completa de los hechos 

de la causa, que ha permitido a la Cámara Civil 

de la Suprema Corte de Justicia, como Corte de 

Casación, verificar que la ley ha sido bien 

aplicada; por todo lo cual los medi9s que se 

examinan carecen de fundamento y deben ser 

desestimados; 

CONSIDERANDO, que las costas pueden ser 

compensadas, en todo o en parte,, si los litigantes 

sucumbieren respectivamente en algunos puntos; 

Por tales motivos: Primero: Casa exclusiva­

mente en lo que respecta a las condenaciones 

pronunciadas por preaviso y bonificaciones, la 

sentencia dictada por la Primera Sala de la 

Corte de Trabajo del Distrito Nacional, el 4 de 

agosto de 1994, cuyo dispositivo ha sido copiado 

en parte anterior del presente fallo, y envía el 

asunto así delimitado por ante la Segunda Sala 

de la Corte de Trabajo del Distrito Nacional; 

Segundo: Rechaza en los demás aspectos el 

recurso de casación interpues\o por... contra la 

expresada sentencia; Tercero: Compensa las 

costas en una cuarta parte y condena a dicha 

recurrente al pago de las tres cuartas partes 

restantes.y ordena su distracción en provecho 

del... y .. . , abogados de la recurrida, quienes 

afirman haberlas avanzado en su totalidad. 

FIRMADOS:. Fernando E. Ravelo de la 

Fuente.- Leonte. Rafael Alburquerque Castillo.­

Federico Natalio Cuello López.- Amadeo Julián.­

Angel Salvador Goico Morel.- Miguel Jacobo, 

Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada 

por los señores Jueces que figuran en su 

encabezamiento en la audiencia pública, del día, 

mes y año en él expresados y fue firmada, leída 

y publicada por mí, Secretario General , que 

certifico.- (Firmado): Miguel Jacobo. 

La presente copia se expide en Santo 

Domingo, Distrito Nacional, hoy día 18 de abril 

de 1995, a solicitud de parte interesada, 

exonerada del pago de impuesto y sellos de 

Rentas Internas en virtud de la Ley 637 sobre 

Contratos de Trabajo. 
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